Competencia de los Juzgados de Paz Letrados – Fuero de Familia – Constitucionalidad del art. 104 de la ley 13.634.-  
Expte. Nº 43406 G.V. N. C/ Hered. D. A. W. O. S/ Filiación
Nº de Orden: 124.-
Libro de Sentencias Nº 50

/NIN, a los 28 días del mes de mayo del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Seño​res Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y  Comercial  de Junín Doctores PATRICIO GUSTAVO ROSAS, JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, en causa Nº 43406 caratulada: "G.V. N. C/ HEREDEROS DE A. W. O. S/ Filiación", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Guardiola, Castro Durán y Rosas.

              La Cámara planteó las siguientes cuestio​nes:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Guardiola, di​jo:

               I Arriban a esta Alzada los autos en virtud de la contienda negativa de competencia suscita​da entre los Sres. jueces titulares del Juzgado de  Fa​milia y de Paz Letrado de Rojas departamentales.

               La  Sra.  Juez  de Familia fundamenta su inhibitoria para entender en los presentes actuados en la existencia de los autos "A.  W.  O."  -expte nº 45.994/09- que tramitan en el Juzgado de Paz Letrado de Rojas, operando a su criterio el fuero de atracción del art. 3284 del C. Civil con relación a la acción aquí de​ducida. 

               Finalmente concluye la magistrada que sin perjuicio de la especialidad en el fuero de familia que la misma detenta, idéntica competencia tiene el Sr. juez de Paz en virtud de lo dispuesto por el  art.  104 de la ley 13.634.

               A  su  turno,  el juez de Paz Letrado de Rojas  se  declara incompetente para entender en autos, tomando  en  consideración que a la fecha de exponer su declinatoria aún no había aceptado la competencia en el sucesorio del pretenso progenitor del niño A. N.G., por no  haberse acreditado que el último domicilio del cau​sante se registrara en el partido de Rojas, de  confor​midad con lo dispuesto por el art. 3284 del C. Civil.

               A continuación formula una extensa  con​sideración  respecto  a  la afirmación formulada por la Sra. juez de Familia en punto a que  ambos  magistrados poseen idéntica  competencia  en  materia  de  familia, concluyendo que en el caso, habiendo optado  la  accio​nante por radicar los autos ante la misma, en virtud de lo  dispuesto por el art. 828 del C.P.C., deber  enten​der en los mismos la Sra. juez de Familia.
               II En tarea de resolver reputo que la base de la contienda bajo tratamiento tiene  su  previ​sión  legal  en  lo dispuesto por el decreto ley 9229 -t.o. según ley 10.571- que rige la organización, compe​tencia y procedimiento de la Justicia de Paz Letrada.
               El  art.  4 de dicho decreto dispone que cuando en virtud de lo dispuesto en  el  artículo  3284 del Código Civil se entablaren acciones que por su  naturaleza excedan la competencia atribuida a la justicia de Paz Letrada, el juez deber declararse incompetente para conocer en ambos procesos y remitir la actuaciones al juez en lo Civil  y  Comercial  que  corresponda  de acuerdo al último domicilio del causante.

               No habiéndose radicado en el caso la ac​ción de filiación por ante el Juzgado de Paz donde tra​mita el sucesorio, resulta  claramente  inaplicable  el último tramo de la norma citada en cuanto a la remisión de ambas causas. Pero cierto es que la acción de filia​ción deducida excede la competencia atribuida a la jus​ticia de Paz Letrada.

               Para arribar a esta  conclusión  resulta ineludible valorar, con carácter previo, la congruencia constitucional de las normas atributivas de competencia en  materia  de familia a los Juzgados de Paz Letrados, en el actual contexto, al haber iniciado  recientemente sus funciones el Juzgado de Familia departamental.
               La ley 13.634 ha creado en sede  de  las cabeceras departamentales Juzgados de Familia uniperso​nales que habrán de ejercer la competencia que  enumera el  art. 827 del C.P.C, consagrándose de esta manera el principio  de  especialización, a la par que desconges​tiona  de tareas a los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y Comercial. 

               Dicha ley dota a los aludidos organismos de equipos interdisciplinarios, esenciales a los  fines del debido funcionamiento del fuero que se crea.
               Asimismo establece un procedimiento  es​pecial caracterizado por una etapa prejudicial a  cargo de la figura del Consejero de Familia.

               Cabe destacar que las aludidas notas sa​lientes de la ley 13.634, que  vienen  a  consagrar  un avance  trascendental  en un fuero tan sensible como lo es  el  de  familia,  se ve empañado por la disposición plasmada en el art. 104 de la misma.

               Dicho artículo introduce un nuevo inciso g) al art. 61 ap. I de la ley 5827 atributiva de compe​tencia a los Juzgados de Paz Letrados, con la siguiente redacción: "Los jueces de paz letrados... conocerán  de los siguientes procesos: "En materia de familia, la es​tablecida  en  el  art. 827 del Código Procesal Civil y Comercial, que no se haya especificado en los demás in​cisos de este artículo".

               Considero que el art. 61 apartado I inc. g, según texto ordenado por  el  art.  104  de  la  ley 13.634  debe  entenderse  integrado con el art. 828 del C.P.C. que reza textualmente: "Toda persona  que  peti​cione por cualquiera de los supuestos enumerados en  el artículo  que antecede deber  presentarse, con patroci​nio letrado, ante el juez de Familia  que  corresponda, salvo  que optare por hacerlo ante los Juzgados de Paz, en cuyo caso se estará a los procedimientos  estableci​dos para los mismos".

               "Serán radicados directamente ante éste órgano jurisdiccional, los asuntos que no admiten demo​ra o aquellos que por su especial naturaleza, resulte improcedente la etapa previa. En ambos casos deber  me​diar la decisión del juez en ese sentido. En esta etapa todas las  actuaciones ser n sin formalidades, con ex​cepción de las resoluciones que dicte el magistrado".

               Deliberadamente  he  transcripto  dichas normas a fin de realizar las siguientes reflexiones: 

               * Contrasta severamente la  racionalización de la Primera Instancia departamental con la espe​cialidad en el fuero dispuesta a los Juzgados de  Fami​lia, con la indiscriminada asignación de competencia en materia  de  familia a los Juzgados de Paz, órganos que deben  atender asimismo la actual competencia civil pa​trimonial, rural, contravencional y penal.
               * Pareciera que el legislador no ha  te​nido  en  cuenta que los Juzgados de Paz deben resolver idénticas cuestiones que las propias del fuero especia​lizado de familia, sin contar con  equipos  técnicos  y sin un proceso especial previsto legalmente.

               * Ello conlleva la existencia de dos clases de justiciables: los residentes en las sedes de las  cabeceras departamentales, que habrán de acceder a una justicia de familia especializada y  equipada  ade​cuadamente para tratar los casos sometidos a juzgamien​to, mientras que los residentes en las restantes loca​lidades de la provincia deberán conformarse con que la resolución a sus conflictos familiares sea abordada por jueces que no contar n con ayuda profesional especiali​zada, debiendo los mismos actuar en el limitado resqui​cio  temporal  que  tengan entre las distintas materias que debe atender.

               Estamos  en presencia de justiciables en situación de desigualdad? En mi opinión  la  respuesta afirmativa a este interrogante se impone.

               * Finalmente se arriba a la falta de lógica subyacente en la idea de que, existiendo un fuero especializado en la cabecera departamental, con un pro​cedimiento  específico  caracterizado por la existencia de una etapa prejudicial a cargo de un equipo interdis​ciplinario, se considere que la  misma  competencia  se asigne a órganos descentralizados con competencias múltiples sin un proceso específico reglado para su trámi​te, y sin infraestructura humana, técnica  ni  edilicia para llevarlo adelante.

               Así, verifico que lo que se postula como una  moderna solución para resolver jurisdiccionalmente la problemática familiar, va a ser destinada a un redu​cido sector de la población del  departamento  judicial de  que se trate, dejando al resto merced a un acceso a la justicia que pareciera considerada de segunda  cate​goría.

               * Asimismo, cabe puntualizar que el art. 61  de la ley 5827, diferencia a través de sus par gra​fos I y II, distintas competencias para los juzgados de paz del conurbano bonaerense (I) y del interior provin​cial (II), con la particularidad de que  estos últimos detentar n toda la competencia enumerada en el par gra​fo I con más la del par grafo II. En  ese  contexto el inciso g) comprende a ambas clases de juzgados de paz. 
               Sin embargo en el apartado II se mantie​nen inmodificados los ins. a), b), c), d)  y  e)  todos ellos integrantes de la competencia hasta ahora vigente de  los  juzgados  del  interior, y alusivos a materias propias de la competencia de familia.

               Resulta sorprendente que si el inciso g) incluye la totalidad de las  materias  de  familia,  se reitere en el texto del mismo artículo que los juzgados de  paz del interior tienen competencia de materias que naturalmente  están  comprendidas en la amplia enumera​ción del art. 827.

               Con relación a la inconveniencia  de  la reforma introducida por el art. 104 de la ley 13.634 me he pronunciado reiteradas veces en oportunidad de re​solver el Tribunal cuestiones sometidas a su entendi​miento con anterioridad a la puesta en marcha del fuero de familia departamental. 

               Allí expuse "Que conforme lo expuesto y el claro texto del art. 61 I.1 g) y II de la  ley  5827 según  reforma de la ley 13.264 considero que la compe​tencia de los juzgados de paz en la materia es la solu​ción que mejor se aviene a la  correcta  interpretación de la ley".

               "Ahora  bien,  ello y las diferentes fa​cultades constitucionales de los distintos órganos  del Poder  gubernamental,  no  constituye óbice para que en esta  primera  oportunidad de su aplicación, exprese lo que desde mi modesta opinión -compartida por varios  de los Sres. Jueces de Paz con los que he tenido conversa​ciones  sobre  el tema - constituye una preocupación de no malograr la elogiable aspiración de brindar un mejor servicio de justicia en asuntos de familia, que termine por convertirla en otra experiencia luego desechada co​mo resultaron ser los tribunales colegiados".

               "En  este  sentido vale la pena recordar los  fundamentos del Decreto 66/2005 de veto parcial de la ley 13928 en cuanto preveía una norma similar: "Que tampoco resulta viable la nueva atribución de competen​cias  otorgadas  a  los Juzgados de Paz, a tenor de los artículos 49 y 50 del proyecto en análisis, ya que és​tas traerán, de manera indefectible, una sobrecarga  de las funciones y tareas de dichos órganos, repercutiendo negativamente en el desempeño del personal  asignado  a los mismos, con afectación directa para el justiciable, a lo que se suma la reciente atribución asignada  redu​cidamente en materia penal."

               "Que al respecto, también  debe  decirse que la actuación de los Asesores de Incapaces por  ante cada  Juzgado de Paz acarrearía una situación de repre​sentación deficiente o prácticamente nula de los inte​reses y derechos de los menores".
               "En nada cambió esa realidad  desde  ese momento hasta que se promulgara  sin  observaciones  el 18/1/2007 la ley 13.634".

               "El  principio  de especialidad, que in​forma toda la regulación del libro VIII del Código Pro​cesal  Civil  y Comercial en su actual redacción, corre el  peligro cierto de verse limitado a las ciudades ca​beceras departamentales, en las cuales  existan  jueces de familia (con las  notorias  desigualdades  que  ello acarrea   para   los   justiciables),   de   extenderse irrestrictamente  (aunque fuere optativamente) más allá del carácter de urgencia que inspira el  art.  828,  la competencia a los juzgados de paz en aras del  criterio de inmediación y cercanía, cuando  "los  procedimientos establecidos  para  los  mismos" -inexistentes por otra parte como tales- no se ajustan a la modalidad  específica de la materia".

               "Estamos a tiempo antes de  la  efectiva puesta en funcionamiento de los nuevos  órganos  juris​diccionales  de que legislativamente se introduzcan las correcciones del caso". Expte. Nº 42.564, L.R. s/ Guar​da;  libro  de  autos 49, resol. del 27/5/08 registrada bajo el nº 321. 

               Lo hasta aqu¡ expuesto se halla robuste​cido  con la posición fijada en acta suscripta en fecha 21 de octubre de 2.008 por el entonces presidente de la Suprema  Corte  de Justicia Dr. Hitters, la Procuradora General  Dra. Falbo y el Ministro de Justicia Dr. Casal quienes en tarea de acordar el plan  de  implementación del  Fuero de Familia realizaron una evaluación del es​tado de situación, fijando posición con relación al te​ma  que nos ocupa en el punto 5 del acta al afirmar que "la ampliación de competencia  en  materia  de  familia asignada  a  los Juzgados de Paz, a través del artículo 104 de la ley 13634 desvirtuaría la pretensión de espe​cialidad  en  la  materia e implicaría la adecuación de las plantas profesionales a fin de poder cubrir las ne​cesidades  mínimas  que requeriría el adecuado servicio de justicia". Los suscribientes se comprometen en dicho acto en forma conjunta a impulsar las reformas legisla​tivas necesarias en lo relativo a la derogación de la competencia  amplia de la Justicia de Paz en materia de familia.

               Asimismo en el XIII Encuentro de la Jus​ticia de de Paz Letrada de la Provincia de Buenos Aires todos los jueces concurrentes adhirieron al acta refe​rida  en estricta coincidencia con los argumentos rese​ñados en la misma. 

               Todo  lo  hasta aquí expuesto me lleva a la convicción que la nueva  asignación  de  competencia amplia a la Justicia de Paz consagrada en  el  art.  61 inc.  g)  de  la  ley  5827,  t.o.,  art. 104 de la ley 13.634,  vulnera los principios de igualdad y razonabi​lidad consagrados en los arts. 16 y 28 Constitución Na​cional. 

               Sabido es que el principio  de  igualdad no  es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias.
               Por los fundamentos expuestos  preceden​temente, de aplicarse la aludida norma, se consagrarían inaceptables diferencias respecto  a  los  justiciables radicados en ciudades no cabeceras departamentales como asimismo respecto a los Juzgados de Paz Letrados.

               Por ello, y como razón última, al haber​se agotado el margen interpretativo de la norma propon​go declarar oficiosamente la  inconstitucionalidad  del art. 104 de la ley 13.634. Cfr. SCBA, L  89.144,  snte. del 10/5/06.

               Para así resolver no dejo de  considerar que se hallan en juego principios no menos valiosos ta​les  como  el acceso a la jurisdicción y la inmediación en  el abordaje de la problemática familiar -arts. 15 y 174 de la Const. Provincial-, pero tales principios se​rán debidamente incluidos en la interpretación  de  las normas  que restan aplicables que realizar‚ a continua​ción.

               III Despejado el  ámbito  interpretativo con  la declaración de inconstitucionalidad del art. 61 ap.  I  inc.  g) ley 5827 según t.o. del art. 104 de la ley 13.634 propuesta, debo limitarme a realizar una ar​mónica y razonable aplicación del aludido art.  61,  en consonancia con los arts. 827 y 828 del C.P.C. 

               Una  interpretaci¢n literal de los arts. 61 ap. II inc. a), b), c), d), e) y f) de la ley 5827 y de los arts. 827 y 828 del  C.P.C.  dejan  al  juzgador perplejo e imposibilitado de actuar adecuadamente. 

               Así, del texto del  nuevo  art.  827  se descubre un contrasentido hablar de competencia  exclu​siva de los jueces de familia, cuando en el mismo texto se sugiere la existencia de excepciones a  ello;  pero, lo más terminante es reconocer cuál es la competencia atribuida a los Juzgados de Paz que se cita como excep​ción a la exclusividad.

               De una primera lectura del art. 828  pa​reciera  que  la  competencia es opcional para la parte actora,  lo  cual  viene  a echar por tierra la nota de exclusividad que destacaba el artículo anterior. 
               Sin embargo, el segundo párrafo del mis​mo art. 828 dispone la directa radicación ante los Juz​gados  de  Paz  de  los asuntos que no admiten demora o aquellos en que  por  su  especial  naturaleza  resulta improcedente la etapa previa.

               Se  plantea  un nuevo interrogante: sólo es esta clase de asuntos los que corresponden a la com​petencia de la Justicia de Paz?.

               Realizando así  una  interpretación  que acerque  lo legislado a mínimos par metros de razonabi​lidad,  cabe considerar que los juzgados de paz del in​terior provincial, mantienen su competencia actual  so​bre las materias de familia que se señalan en el ap. II del art.  61,  incorporando  como novedosa y para todos los juzgados su intervención en cualquier causa de  fa​milia en que medien razones de urgencia que imposibili​ten una respuesta r pida y efectiva por el juzgado ra​dicado en  la  cabecera  departamental  y detentador en exclusividad de tal competencia, o bien  se  trate  de procesos  en  que resulte impropia la etapa previa (en tendiendo como tal la deferida por ley al Consejero de  Familia y equipo interdisciplinario del Juzgado de  Fa​milia).
               Considero  que esta interpretación es la que  mejor abastece las necesidades de los justiciables radicados en las ciudades y localidades del interior de la Provincia que no son cabeceras departamentales.

               Por su lado es también la  solución  que mejor contempla una adecuada y  eficaz  prestación del servicio de justicia tanto por los Juzgados de Paz  Le​trados como por los Juzgados de Familia.
               Finalmente, no puedo finalizar la  tarea interpretativa sin dejar de considerar la  orfandad  de un apropiado proceso de familia en que nos ha dejado el legislador  con  la  actual  redacción del art. 828 del C.P.C..

               Así, mientras que para  las  causas  que tramiten  ante  los nuevos Juzgados de Familia se esta​blece  por la ley un adecuado proceso, cabe preguntarse qué ha querido significar el legislador  cuando  en  el art. 828 del C.P.C. determina que para los mismos  pro​cesos de familia que tramiten ante la Justicia  de  Paz deber   estarse "a los procedimientos establecidos para los mismos". 

               Al interrogante de cuáles son estos pro​cedimientos cabe realizar algunas  consideraciones: en primer lugar, descarto que las cuestiones de familia se encuentran  abarcadas, por la finalidad de la norma, en el art. 174 de la Constitución de la Provincia. Allí se dispone que la ley establecer, para las causas de  me​nor cuantía y vecinales en la Justicia de Paz, un pro​cedimiento predominantemente oral que garantice la  in​mediatez, informalidad, celeridad, accesibilidad y eco​nomía  procesal, procurándose con preferencia la conci​liación.

               Tan  necesario  procedimiento  aún no ha sido  implementado  por el legislador, el cual no puede ignorar a la hora de redactar el art.  828  del  C.P.C. tal omisión, por lo cual dejaríamos de lado que la  re​ferencia de la norma bajo análisis sea a dicho precepto constitucional.

               Por  otro  lado,  podría pensarse que el legislador hubiese remitido mentalmente al proceso ver​bal  y  actuado que regia ante la Justicia de Paz hasta el año 1.979, pero claro está no es al mismo al que  se refiere la ambigua norma.

               Sigue  entonces su derrotero el interro​gante  respecto a cuál es en definitiva el proceso a aplicar en las causas de familia que tramiten  ante  la Justicia de Paz Letrada, habida cuenta que  la  ley  lo sugiere diferenciado del trámite de los procesos de co​nocimiento reglados por el C.P.C.

               Lamentablemente,  no encuentro otra res​puesta que la de mantener el trámite que actualmente se imprime a las distintas cuestiones de las que  resultan competentes en materia de familia, que varía de acuerdo a los distintos tipos de acción a deducirse.

               Volviendo al caso que nos  ocupa,  y  de acuerdo a las conclusiones a las que he arribado prece​dentemente,  estimo  que  no encontrándose la acción de filiación incluida en el art. 61 ap. II de la ley 5827, ni siendo cuestión prevista en el apartado 2  del  art. 828  del C.P.C., deber n los autos quedar radicados por ante el Juzgado de Familia departamental, organismo ju​risdiccional que resulta competente  para  entender  en los mismos.

ASI LO VOTO.

Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aducien​do análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Guardiola, di​jo:
               Atento el resultado arribado  al  tratar la  cuestión  anterior,  preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

               I- Declarar la inconstitucionalidad  del art.61, apart.I, inc.g) texto según art.104 de  la  Ley 

13.634.-

               II-Disponer la radicación de las presen​tes actuaciones por ante el Juzgado de Familia Departa​mental por ser el organismo jurisdiccional que resulta competente en autos, al no encontrarse la acción de fi​liación  incluida  en el art. 61 ap. II de la ley 5827, ni  siendo  cuestión prevista en el apartado 2 del art. 828 del C.P.C.

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aducien​do análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

               Con lo que se dio por finalizado el pre​sente  acuerdo  que  firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA, (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. As), 28 de Mayo de 2.009.-

               AUTOS Y VISTO:
               Por los fundamentos  consignados  en  el acuerdo  que  antecede,  preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de  la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
               I-Declarar la  inconstitucionalidad  del art.61, apart.I, inc.g) texto según art.104 de  la  Ley 

13.634.-

               II-Disponer la radicación de las presen​tes actuaciones por ante el Juzgado de Familia Departa​mental por ser el organismo jurisdiccional que resulta competente en autos, al no encontrarse la acción de fi​liación  incluida  en el art. 61 ap. II de la ley 5827, ni  siendo  cuestión prevista en el apartado 2 del art. 828 del C.P.C.

               Regístrese, notifíquese y  oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA, (Secretaria).- 
